PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la Provincia solicita que el Poder Ejecutivo, convoque a los legisladores nacionales por la Provincia de Santa Fe, para impulsar, por su intermedio, la modificación o derogación del Decreto Ley Nº 6.070/58 (ratificado por Ley Nº 14.467), eliminando las disposiciones que vulneran la facultad de los estados provinciales de regular y controlar la actividad de los profesionales universitarios en general y de los Ingenieros Agrónomos en particular.
FUNDAMENTOS

Sr. Presidente:


Según manifiestan y expresan, por distintos medios, los matriculados en el Consejo de Ingeniería Agronómica de Santa Fe (CIASFE), estos profesionales están siendo demandados por apoderados del Consejo Profesional de Ingeniería Agronómica de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (CPIA), a través de acciones judiciales planteadas ante juzgados federales, en concepto de cobro de matrícula.

Esta actitud, que los representantes del CPIA fundan en el decreto ley nacional Nº 6070/58, es claramente violatoria de la facultad de los estados provinciales de organizar y controlar, en pos de intereses de la comunidad, a los profesionales universitarios y la institución de la colegiación obligatoria.

La potestad normativa en esta materia no ha sido delegada expresamente por las provincias a la nación, por lo que su ejercicio corresponde exclusivamente a los estados originarios de nuestra república, siguiendo la regla de interpretación fijada en el artículo 121 de la Constitución Nacional.

La provincia de Santa Fe ejerció la facultad mencionada, a través de la sanción de la Ley Nº 10.780, que en el año 1992 creó el Consejo de Ingeniería Agronómica de Santa Fe (CIASFE), como persona jurídica de derecho privado que detenta funciones delegadas de poder de policía estatal, y que por lo tanto debe controlar el ejercicio de las ciencias agronómicas y el gobierno de la matrícula obligatoria en el territorio provincial.

Pero a pesar de la claridad y evidencia de la situación legal descripta, apoderados legales del CPIA, han iniciado acciones extrajudiciales y judiciales contra ingenieros agrónomos matriculados en el consejo provincial mencionado, reclamándoles el pago de la matriculación, invocando que el Estado Nacional delegó en dicho Consejo Profesional el control de la matrícula y del ejercicio profesional, a través del decreto ley Nº 6070/58 ya aludido.


Evidentemente, la normativa nacional debe considerarse, en este aspecto, absolutamente inconstitucional, toda vez que el origen del Estado Nacional se encuentra en los estados provinciales, que se reservaron todos los poderes no delegados al mismo.

La actitud de reclamo antes referenciada implica una práctica arbitraria e inconstitucional, dado que los profesionales de la provincia estarían expuestos a una doble imposición de pago de matrícula.


Por ello, para evitar que se cometan injusticias a través de este abuso legal, resulta imprescindible que los legisladores nacionales de la provincia, presenten y promuevan una norma que derogue o modifique definitivamente las disposiciones del Decreto Ley Nº 6070/58, que arrogan facultades excesivas al Consejo Profesional de la ciudad de Buenos Aires.


Cabe mencionar, que esta situación se presenta en otras provincias, por lo que seguramente un proyecto en este sentido será acompañado por legisladores nacionales de todo el país.


En consecuencia, solicito a mis pares, la aprobación del presente proyecto de Comunicación.

